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I) NOVEDADES NORMATIVAS 

1. Estado

Como suele ser habitual en la primera sesión del presente seminario, no son muchas las novedades normativas estatales que merecen ser destacadas en el ámbito de los aspectos financieros y presupuestarios desde la fecha en que fue presentado el anterior informe (24 de marzo de 2009). 

En ello ha influido, además de la habitual disminución de la actividad legislativa que tiene lugar durante el periodo estival, la circunstancia de que todo -o casi todo- el interés legislativo en esta materia haya venido a quedar centrado, a lo largo de los últimos meses, tanto en lo que concierne a la reforma del régimen de financiación de las CCAA, como en lo que atañe a las importantes modificaciones que pretenden operarse en el marco de determinadas figuras tributarias estatales (en especial, el IRPF y el IVA).

No obstante, y pese a ello, existen diferentes novedades normativas de fuente estatal que deben ser objeto de comentario en el presente informe, dado el interés que presentan para la materia objeto del mismo.

Real Decreto-ley 3/2009, de 27 de marzo, de medidas urgentes en materia tributaria, financiera y concursal ante la evolución de la situación económica (BOE núm. 78, de 31 de marzo) 
El artículo 1 del presente Real Decreto-ley procede a modificar el tipo de interés legal del dinero aplicable hasta el 31 de diciembre del año 2009, habiendo quedado el mismo establecido en el 4 por ciento. 

Dicho Real Decreto-ley fue objeto de convalidación a través de la Resolución del Congreso de los Diputados de 23 de abril de 2009 (BOE núm. 104, de 29 de abril).

Real Decreto-ley 5/2009, de 24 de abril, de medidas extraordinarias y urgentes para facilitar a las Entidades locales el saneamiento de las deudas pendientes de pago con empresas y autónomos (BOE núm. 101, de 26 de abril)

El presente Real Decreto-ley se dicta con el objeto de paliar, en la medida de lo posible, los retrasos ocasionados en el pago de las obligaciones contraídas por parte de las Entidades locales, los cuales se han visto agravados como consecuencia de la situación económica actual.

Más en concreto, el citado Real Decreto-ley tiene como destinatarios a “Las entidades locales que hayan liquidado sus presupuestos de 2008 con remanente de tesorería negativo, (…) o tengan obligaciones vencidas y exigibles pendientes de aplicar al presupuesto de 2008”. A estos efectos, se prevé que dichas Entidades podrán financiar su importe con endeudamiento bancario, en determinadas condiciones.

En este sentido, las operaciones de endeudamiento tienen que suscribirse en un plazo de tres meses a partir de la fecha de entrada en vigor del mencionado Real Decreto-ley (26 de abril), siendo necesario para ello que la Entidad local correspondiente formule un plan de saneamiento en el cual se especifique la forma y el plazo de amortización del citado endeudamiento (el cual no podrá ser superior a seis años). Dicha operación de endeudamiento, así como el plan de saneamiento respectivo deberán ser aprobados por el Pleno de la Corporación.

En cuanto al importe máximo del endeudamiento, el mismo estará constituido por el saldo negativo del remanente de tesorería para gastos generales de 2008, por la cuantía a la que asciendan las obligaciones vencidas y exigibles pendientes de aplicar al presupuesto de 2008, o por la suma de ambos. En todo caso, y como es obvio, la aplicación de los recursos obtenidos a raíz de la operación de endeudamiento deberá destinarse a satisfacer las deudas que constituyen el origen de dicho endeudamiento.

Las operaciones de endeudamiento a las que venimos haciendo mención no están sujetas a autorización administrativa, si bien deberá informarse de su concertación al Ministerio de Economía y Hacienda, el cual dará traslado a su vez de dicha información a la CCAA que tenga atribuida la tutela financiera de la correspondiente Entidad local.

Por lo demás, el Real Decreto-ley ahora comentado fue convalidado por la Resolución del Congreso de los Diputados de 21 de mayo de 2009 (BOE núm. 128, de 27 de mayo).

Real Decreto-ley 12/2009, de 13 de agosto, por el que se aprueban medidas urgentes para paliar los daños producidos por los incendios forestales y otras catástrofes naturales ocurridas en varias Comunidades Autónomas (BOE núm. 197, de 15 de agosto) 

La presente norma contempla, en lo que aquí interesa, un conjunto de medidas de diversa naturaleza destinadas a reparar los daños ocasionados por los incendios acaecidos, durante los meses de julio y agosto, en determinadas localidades de las provincias de Zaragoza y Teruel. 
En concreto, los artículos 3 y 5 del mencionado Real Decreto-ley regulan la posibilidad de que las Entidades Locales que se vieran afectadas por los referidos incendios puedan solicitar las correspondientes subvenciones para la realización de las obras de reparación o restitución de infraestructuras, equipamientos o servicios de titularidad municipal. Dichas subvenciones podrán alcanzar hasta el 50% del coste de las referidas obras. 

Real Decreto-ley 13/2009, de 26 de octubre, por el que se crea el Fondo Estatal para el Empleo y la Sostenibilidad Local (BOE núm. 259, de 27 de octubre) 
Aunque el presente informe aparece limitado, en cuanto a su extensión temporal, a las disposiciones normativas promulgadas hasta el día 1 de octubre del presente año, se ha entendido conveniente incluir la ahora comentada, dado el indudable interés que la misma tiene para el conjunto de las Entidades locales.

A este respecto, el referido Fondo -dotado, en principio, con 5.000 millones de euros y cuya cuantía definitiva se establecerá en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2010- se sitúa en la misma línea que el anterior Fondo estatal de Inversión Local, si bien el mismo permite no sólo la financiación de nuevas obras de competencia municipal (o la contratación de servicios o suministros), sino también la de determinados servicios de naturaleza social (p.e., los destinados a educación, atención a personas discapacitadas o los derivados de prestaciones efectuadas por los servicios sociales).

El plazo del que gozan los Ayuntamientos para solicitar la correspondiente financiación es de tres meses a partir del día siguiente de la publicación en el BOE del Real Decreto-ley ahora comentado (27 de octubre), siendo el criterio adoptado para la distribución del susodicho Fondo la cifra de población de cada Municipio. A estos efectos, se prevé que el Ministerio de Política Territorial haga pública, en su página web, la relación de Ayuntamientos con la indicación de la cuantía máxima de la que podrán disponer con cargo al referido Fondo. 

Por lo que respecta a la financiación de los proyectos de obra, tales proyectos han de ser de nueva planificación, entendiéndose por tales aquellos que tengan por objeto obras cuya ejecución no esté prevista en el presupuesto consolidado de la entidad local para los años 2009 ó 2010. En todo caso, dicha financiación cubrirá el importe real de la ejecución de la obra.

Por lo demás, los Ayuntamientos deberán presentar una solicitud de financiación por cada uno de los proyectos que pretendan ejecutar, debiendo justificar la ejecución de las obras (o, en su caso, la adquisición de servicios y suministros) con anterioridad al día 31 de diciembre de 2010).

Orden EHA/652/2009, de 5 de marzo, por la que se modifican las Ordenes EHA 3745/2008, de 11 de diciembre, y 3744/2008, de 11 de diciembre, sobre delegación de la gestión censal y de la inspección en el Impuesto sobre Actividades Económicas (BOE núm. 64, de 16 de marzo)

La Orden del Ministerio de Economía y Hacienda que se comenta recoge diversos acuerdos sobre delegación de la gestión censal e inspección en el marco del IAE. En lo que concierne a Aragón, debe destacarse la delegación de la inspección del mencionado Impuesto a la Diputación Provincial de Zaragoza respecto del Ayuntamiento de Alhama de Aragón.

Resolución de 3 de abril de 2009, de la Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades Locales, por la que se desarrolla la información a suministrar por las corporaciones locales relativa al esfuerzo fiscal y su comprobación en las Delegaciones de Economía y Hacienda (BOE núm. 91, de 14 de abril)
Como es sabido, uno de los criterios determinantes para distribuir, entre los diversos Municipios de nuestro País, el importe que a los mismos les corresponde por razón de su participación en los tributos del Estado está constituido por el denominado “esfuerzo fiscal”. Dicho esfuerzo fiscal -que representa el 12,5% del total de dicha participación- se determina, todos los años, a través de una compleja fórmula recogida en la Ley de Presupuestos Generales del Estado (art. 124 del Texto Refundido de la LRHL).

Siendo esto así, la Resolución que ahora se comenta detalla cuál es la información necesaria a fin de calcular, con la mayor precisión posible, el referido “esfuerzo fiscal municipal”. Dicha información -relativa, en lo fundamental, al IBI, el IAE y el IVTM- deberá ser remitida por los Municipios a las Delegaciones especiales o provinciales de Hacienda, las cuales efectuarán las oportunas comprobaciones, remitiendo la información suministrada a la Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades Locales.
Resolución de 5 de mayo de 2009, de la Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades Locales, por la que se establece el procedimiento y la información a suministrar por las Entidades Locales que se acojan a lo dispuesto en el Título I del Real Decreto-ley 5/2009, de 24 de abril, de medidas extraordinarias y urgentes para facilitar a las Entidades Locales el saneamiento de las deudas pendientes de pago con empresas y autónomos (BOE núm. 116, de 13 de mayo)
Dicha Resolución viene a detallar algunas de las previsiones contenidas en el mencionado Real Decreto-Ley (ya comentado con anterioridad) y, más en concreto, la información que deben proporcionar las Entidades Locales que suscriban operaciones de endeudamiento para el pago de las deudas contraídas con empresas y autónomos.

Esta información abarca aspectos diferentes, entre otros los relativos al importe máximo y características del endeudamiento, así como los referentes al plan de saneamiento aprobado. 

Resolución de 2 de junio de 2009, del Departamento de Recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que se modifica el plazo de ingreso en periodo voluntario de los recibos del Impuesto sobre Actividades Económicas del ejercicio 2009 relativos a las cuotas nacionales y provinciales y se establece el lugar de pago de dichas cuotas (BOE núm. 146, de 17 de junio) 

El Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueban las tarifas e Instrucción del Impuesto sobre Actividades Económicas señala en su Regla 17.ª que las cuotas nacionales y provinciales serán recaudadas por la Administración Tributaria Estatal. Por su parte, el artículo 62.3 de la Ley General Tributaria, confiere a la Administración Tributaria competente la facultad de modificar el plazo de ingreso en período voluntario de las deudas de vencimiento periódico y notificación colectiva, competencia que, en el instante actual, recae en el titular de Departamento de Recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria
Sobre la base las previsiones anteriores, la Resolución que se comenta fija un nuevo plazo de plazo de ingreso en período voluntario de las cuotas nacionales y provinciales del IAE que comprende desde los días 15 de septiembre hasta el 20 de noviembre de 2009, ambos inclusive. 

 En cuanto al lugar de pago de las referidas cuotas se establece que el mismo deberá realizarse, con carácter general, a través de las Entidades de depósito colaboradoras en la recaudación, con el documento de ingreso que a tal efecto se hará llegar al contribuyente. En el supuesto de que dicho documento de ingreso no fuera recibido o se hubiese extraviado, deberá realizarse el ingreso con un duplicado que se recogerá en la Delegación o Administración de la Agencia Estatal de Administración Tributaria competente (esto es, en el caso de cuotas nacionales, la correspondiente a la provincia del domicilio fiscal del contribuyente, y en el caso de cuotas provinciales la correspondiente a la provincia del domicilio donde se realice la actividad).

Resolución de 20 de julio de 2009, de la Presidencia del Tribunal de Cuentas, por la que se publica el Acuerdo del Pleno del referido Tribunal de 30 de junio de 2009 por el que se aprueba la modificación de la Instrucción que regula el formato de la Cuenta General de las Entidades locales en soporte informático y el procedimiento telemático para la rendición de cuentas (BOE núm. 181, de 28 de junio) 

El Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se regula el Texto Refundido de las Haciendas Locales contempla, en sus artículos 201 y 212, la obligación de que las Entidades Locales rindan cuentas de sus operaciones económicas y contables al Tribunal de Cuentas.

La presente Resolución establece diferentes previsiones acerca del formato que, a estos efectos, debe reunir la Cuenta General de las Entidades Locales para su presentación en soporte informático, así como el procedimiento telemático para llevar a cabo la referida rendición de cuentas. 

Resolución de 14 de septiembre de 2009, de la Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades Locales, por la que se dictan medidas para el desarrollo de la Orden EHA/3565/2008, de 3 de diciembre, por la que se aprueba la estructura de los Presupuestos de las Entidades Locales (BOE núm. 235, de 29 de septiembre) 

La presente Resolución procede a desarrollar y clarificar determinados aspectos regulados en la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 3 de diciembre de 2008, por la que se aprueba la estructura de los presupuestos de las Entidades Locales.

En concreto, y entre otros aspectos, la referida Resolución se ocupa de regular la cuestión relativa a la estructura que deben presentar los derechos pendientes de cobro y las obligaciones reconocidas pendientes de pago de las Entidades locales, así como también la estructura presupuestaria que resulta de aplicación en los casos en que, de conformidad con la normativa vigente, se produzca la prórroga del presupuesto del ejercicio precedente. 
2. Comunidades Autónomas 

En el presente apartado procederemos a comentar aquellas disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas que, encontrándose referidas a los aspectos tributarios, de gasto público y crediticios, afectan a los Entidades Locales. En este sentido, entre las diferentes Comunidades Autónomas que han aprobado este tipo de disposiciones se encuentran las de Andalucía, Aragón y Castilla y León. 

D) Andalucía

Decreto 324/2009, de 8 de septiembre, por el que se aprueba el Estatuto de la Agencia tributaria de Andalucía (BOJA núm. 180, de 14 de septiembre)
El presente Decreto procede a regular el Estatuto de la mencionada Agencia, la cual se configura, de acuerdo con su artículo 1, como “una Agencia de régimen especial (…) con personalidad jurídica pública diferenciada y patrimonio y tesorería propios”.

Entre las funciones de dicha Agencia se encuentran “aquellas que haya podido asumir por delegación en relación con la aplicación de los tributos locales” [art. 5.1 i)]. Junto a ello, se contempla asimismo la posibilidad de que la referida Agencia pueda “formalizar convenios de colaboración, cooperación y coordinación para la prestación de asistencia jurídica y técnica en materia de aplicación de tributos con las Administraciones Locales de Andalucía” (art. 7.4).

J) Aragón 

Ley 5/2009 de 30 de junio, de Servicios Sociales de Aragón (BOA núm. 132, de 10 de julio).

En lo que concierne a la referida Ley, resultan especialmente destacables las previsiones recogidas en sus artículos 70 a 77, preceptos éstos que se ocupan de detallar las diferentes vías de financiación de los referidos servicios.

En concreto, y por lo que aquí interesa, debe destacarse que dentro de tales fuentes de financiación se encuentran “Las aportaciones de los presupuestos de los municipios, comarcas, provincias y demás entidades locales” (art. 70.c). Precisamente por ello, la citada Ley aclara que “Los municipios, comarcas y demás entidades locales deben consignar en sus presupuestos las dotaciones necesarias para la financiación de los servicios sociales de su competencia” (art. 71.4).

Decreto-Ley 2/2009, de 12 de mayo, del Gobierno de Aragón, de medidas urgentes para la promoción del empleo (BOA núm. 93, de 12 de mayo)

El presente Decreto-Ley viene a recoger un conjunto de medidas para la promoción del empleo entre las que destacan, en lo que aquí interesa, la posibilidad de conceder subvenciones a las Entidades Locales Aragonesas que procedan a contratar trabajadores desempleados para la ejecución de obras y servicios de interés general y social en el ámbito de la colaboración con el Instituto Aragonés de Empleo (art. 4).

En concreto, el importe de la subvención se hace depender, en lo fundamental, del número de trabajadores desempleados contratados y del número de meses de contrato, no pudiendo superar el importe de dicha subvención el coste salarial total del trabajador subvencionado. Dichos contratos pueden formalizarse bien a jornada completa o bien a tiempo parcial, debiendo iniciarse los proyectos de obras o servicios aprobados entre los días 15 de septiembre y 31 de octubre de 2009, sin que la duración de los mismos pueda extenderse más allá del 30 de junio de 2010.

La convocatoria de las referidas subvenciones, con indicación del procedimiento y plazos correspondientes, se llevo a cabo a través de la Orden del Departamento de Economía, Hacienda y Empleo de 8 de junio de 2009 (BOA núm. 113, de 16 de junio).

Orden de 22 de junio de 2009, del Departamento de Política Territorial, Justicia e Interior, por la que se modifica la Orden de 2 de septiembre de 2008, por la que se regula el procedimiento telemático de remisión de documentación por parte de las Entidades Locales de Aragón a este Departamento (BOA núm. 143, de 27 de julio).

El artículo 145 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón impone a las Entidades Locales aragonesas el deber de remitir al Departamento arriba mencionado determinada información sobre los actos y acuerdos adoptados por aquéllas, remisión que debe efectuarse por procedimientos telemáticos.

A estos efectos, la Orden que se comenta procede a detallar la documentación a presentar, entre la que destaca las actas relativas a los Presupuestos de la Entidades Locales, así como las relativas a las Ordenanzas Fiscales. Asimismo, se modifican determinados formatos referidos tanto a los Presupuestos de dichas Entidades, como a la liquidación de los mismos.

Q) Castilla y León

Ley 8/2009, de 16 de junio, de transferencia de competencias entre la Comunidad Autónoma y las Entidades Locales de Castilla y León (BOE núm. 163, de 7 de julio)
La presente Ley tiene por objeto la transferencia, por parte de la CCAA indicada a las Entidades Locales de Castilla y León de determinadas competencias en virtud de lo previsto en el Pacto Local de Castilla y León.

A este respecto, el Título II de dicha Ley regula el traspaso de medios derivados de la referida transferencia de competencias, así como la valoración de los servicios traspasados. A estos efectos, el artículo 15.1 del mencionado Texto Legal prevé que “El método para el cálculo del coste de los servicios traspasados será el de su coste efectivo”, añadiendo con posterioridad que “cuando se traspasen servicios cuya prestación esté gravada con tasas o reporte ingresos de derecho privado, su importe minorará el coste efectivo del servicio trasferido”. 

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES 

La referencia indicada entre paréntesis, en las sentencias y Autos que a continuación se citan, corresponden a la base de datos Westlaw de la Editorial Thomson-Reuters (Aranzadi).

1. Tribunal Constitucional 
Sentencia núm. 75/2009, de 23 de marzo (ponente desconocido, RTC 2009/75)
El origen último de la presente sentencia se encuentra en la liquidaciones efectuadas por el Ayuntamiento de Zaragoza al Ministerio de Fomento en concepto de IBI correspondientes a diversos locales del mencionado Ministerio radicados en la ciudad de Zaragoza. Dichas liquidaciones no fueron abonadas por el Ministerio, por lo que el Ayuntamiento de Zaragoza presentó, ante la Audiencia Nacional, un recurso contencioso-administrativo por entender que se había producido un supuesto de inactividad de los contemplados en el artículo 29 de la LJCA.

La Sala de lo Contencioso de la Audiencia Nacional inadmite el recurso interpuesto por entender que no nos encontrábamos ante un supuesto de inactividad, sino ante un caso de impago por parte del referido Ministerio, por lo que el Ayuntamiento de Zaragoza debió hacer continuado el procedimiento recaudatorio de la deuda exigida haciendo uso de las facultades de autotutela que a estos efectos dispone. Frente a dicha inadmisión, el citado Ayuntamiento recurre en amparo ante el TC por entender que se ha vulnerado su derecho a la tutela judicial efectiva.

El TC, tras recordar que los Entes públicos son también titulares del referido derecho a la tutela judicial, indica que el mismo se ve satisfecho, en aquellos casos en que se dicta una decisión de inadmisión por parte de un órgano jurisdiccional, si la misma se encuentra fundamentada y no resulta arbitraria, rigorista o desproporcionada, lo cual no ocurre -en opinión del referido Tribunal- en el supuesto enjuiciado, denegándose, en consecuencia, el amparo solicitado.

Autos núm. 123/2009, de 30 de abril, (RTC 2009/123), 161/2009, de 19 de mayo (JUR 2009/338670) y 160/2009, de 19 de mayo (JUR 2009/338663). Ponente desconocido en todos ellos

Mediante dichos Autos el Tribunal Constitucional procede a inadmitir diversas cuestiones de inconstitucionalidad planteadas, por idéntico motivo o razón, por un Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de Madrid en relación a determinadas previsiones contenidas, en relación al IBI, en el artículo 72.4 del Texto Refundido de la LRHL.

A este respecto, las previsiones de cuya constitucionalidad se duda son las relativas a la posibilidad concedida a los Ayuntamientos de establecer, mediante la correspondiente Ordenanza fiscal y dentro de unos límites fijados por la propia LRHL, unos tipos de gravamen diferenciados para los bienes inmuebles urbanos (salvo los de uso residencial) atendiendo al uso al que se destinen, así como la de fijar los umbrales mínimos del valor de los mismos a partir de los cuales serán de aplicación los tipos de gravamen incrementados. En concreto, se entiende que el otorgamiento de esta posibilidad a los Ayuntamientos atenta, por un lado, contra el principio de reserva de ley al que aluden los artículos 133.1 y 133.2 del Texto Constitucional y, por otro, contra el principio de igualdad, al otorgar a dichos inmuebles un tratamiento distinto -y más gravoso- que el otorgado a los destinados a uso residencial.

En lo que concierne al principio de reserva de ley, y frente a la opinión mantenida por el Juzgado de lo Contencioso, entiende el TC que el otorgamiento de dicha posibilidad a los Ayuntamientos no produce vulneración alguna de los indicados preceptos, al tenerse que poner en conexión en estos casos el referido principio de reserva de ley con dos ideas fundamentales: la primera, que las Ordenanzas municipales se aprueban no por un órgano cualquiera, sino por un órgano de carácter representativo como es el Ayuntamiento; y la segunda, que el reconocimiento de la referida competencia no constituye sino una técnica al servicio de la autonomía de los Municipios, la cual se encuentra constitucionalmente reconocida. 

Por su parte, y ya en lo que atañe a la diferencia de tratamiento entre aquellos inmuebles que tienen o no un uso residencial, recuerda el TC que no existe impedimento alguno, desde el punto de vista constitucional, para que se otorgue un tratamiento más favorable a los inmuebles de uso residencial, en la medida en que nos encontramos ante una opción legislativa que viene a regular dos situaciones diferentes, encontrándose basado además ese distinto tratamiento en una justificación objetiva y razonable. 

Con base en las argumentaciones expuestas, el TC procede a inadmitir las cuestiones de inconstitucionalidad planteadas.

2. TRIBUNAL SUPREMO 

Las sentencias referenciadas a continuación, y que serán comentadas por orden de fecha, son todas del orden contencioso-administrativo. 

Sentencia de 25 de febrero de 2009 (ponente Garzón Herrero, RJ 2009/1109)

La sentencia que se comenta resuelve un recurso de casación interpuesto por una asociación de comerciantes de la Comarca de Gerona en el cual se cuestiona la corrección de la Ordenanza Fiscal reguladora de las tasas por la ocupación y aprovechamiento especial de la vía pública (en concreto, la tasa por la instalación de barracas, casetas de ventas, espectáculos y atracciones).

En concreto, la asociación demandante basaba su recurso en un doble motivo: en primer lugar, en el hecho de que el importe de la referida tasa de ocupación debía fijarse atendiendo, en exclusiva, al valor que debe atribuirse a esa utilización o aprovechamiento sin tener en cuenta consideración adicional alguna; y, en segundo término, en la circunstancia de que la Ordenanza Fiscal no iba acompañada, en este punto, de los informes técnicos exigidos por la LRHL (art. 25).

En lo que concierne a la primera cuestión, el TS desestima la alegación formulada recordando que si bien la concreción del valor de la utilidad obtenida por la ocupación del terreno depende a menudo de variables inciertas, resulta razonable entender que dentro de dicho valor se incluyan no sólo los costes que se derivan de la ocupación del dominio público, sino también los costes derivados de la organización del mercado público en el que aquellas instalaciones se ubican.

Por su parte, y ya en lo que concierne a la segunda de alegaciones efectuadas por los recurrentes, el TS recuerda la existencia de una memoria económica-financiera detallada, la cual es firmada por el Interventor, motivo éste que, unido al precedente, lleva al citado Tribunal a la desestimación del recurso.

Sentencia de 26 de marzo de 2009 (ponente Martín Timón, RJ 2009/2522) 

El presente pronunciamiento resuelve un recurso de casación en interés de ley interpuesto por el Ayuntamiento de Cercedilla contra una sentencia dictada por un Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de Madrid en materia de contribuciones especiales.

A este respecto, el citado Juzgado vino a dar la razón a los contribuyentes que impugnaron la exigencia de las cuotas derivadas de una contribución especial impuesta por el referido Ayuntamiento como consecuencia de la realización de determinadas obras de urbanización. El motivo de la estimación del recurso se fundó en el hecho de que la notificación individual de las cuotas individuales a pagar se había producido cuatro meses después del inicio de las mencionadas obras y una vez que las mismas estaban casi concluidas.

El TS, apoyándose en otros pronunciamientos dictados en idéntico sentido, ratifica la decisión adoptada por el Juzgado, indicando que la notificación individual de las cuotas a pagar por cada contribuyente debe realizarse, de modo inmediato, una vez que ha sido adoptado el acuerdo de imposición y ordenación definitivos de la contribución especial correspondiente.

Sentencias de 26 de marzo de 2009 (RJ 2009/3713) y 7 de mayo de 2009 (RJ 2009/3242). Ponente de ambas Martín Timón

Las presentes sentencias resuelven sendos recursos de casación interpuestos por una empresa de distribución de electricidad contra sendas sentencias dictadas por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Asturias en relación a la tasa por ocupación del suelo o subsuelo.

En concreto, las razones esgrimidas por la empresa recurrente para solicitar la nulidad de la referida tasa fueron las dos siguientes: en primer lugar, que al calcularse el importe de la tasa partiendo de un porcentaje (el 1,5%) sobre los ingresos brutos procedentes de la facturación que se obtenga por la distribución de electricidad en el término municipal estaríamos, en realidad, ante un Impuesto sobre el Volumen de negocios que se superpondría al IAE, dando lugar a un supuesto de doble imposición; y en segundo término, que por esta misma razón, la tasa exigida vulneraría lo previsto en la Directiva reguladora del IVA, al establecerse un tributo que interferiría en la correcta aplicación de este último Impuesto.

El TS desestima ambas alegaciones indicando, por un lado, que no se produce en modo alguno la doble imposición antes señalada, dado que la tasa en cuestión y el IAE presentan hechos imponibles diferentes; y, por otro, que tampoco se vulnera lo dispuesto en la mencionada Directiva, en la medida en que nos encontramos ante una auténtica “tasa” y no ante un impuesto sobre el volumen de negocios que pueda entorpecer el correcto funcionamiento del IVA al gravar la circulación de bienes o servicios.

Sentencia de 30 de marzo de 2009 (ponente Martínez Micó, RJ 2009/2531) 

El TS resuelve un recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento de Zaragoza contra una sentencia dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón en materia de tasa por otorgamiento de licencias urbanísticas.
En concreto, dicho Tribunal examina cuál es el concreto importe o cuantía que debe tomarse en consideración a los efectos de cuantificar la base imponible de la referida tasa: si es el presupuesto de ejecución material de la obra (como sostiene la sentencia impugnada) o, por el contrario, el presupuesto de ejecución por contrata (como sostiene el Ayuntamiento), presupuesto éste último que incluye, además de la cuantía a la que asciende la ejecución material, un porcentaje adicional por razón de diversos conceptos (gastos generales de la empresa, gastos financieros, cargas fiscales, etc.) y otro porcentaje adicional en concepto de beneficio industrial del contratista. 

A este respecto, y con base en pronunciamiento precedentes, el TS se decanta -con razón- por la primera de las posibilidades indicadas (el presupuesto de ejecución material de las obras), el cual viene a identificar con el presupuesto que se integra en el correspondiente proyecto de obras para el que se solicita la licencia. En consecuencia, no pueden integrarse en dicha base imponible otras cantidades o costes adicionales como el porcentaje de gastos generales o el relativo al beneficio industrial, o los honorarios percibidos por el Arquitecto o Aparejador que intervienen en la elaboración y ejecución de la obra en cuestión.

4. TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA 

Las sentencias referenciadas a continuación, y que serán comentadas por orden de fecha, son todas del orden contencioso-administrativo.
B) Cataluña 

Sentencia de 6 de noviembre de 2008 (Ponente Aragonés Beltrán, JUR 2009/76421) 

La sentencia comentada anula una liquidación dictada por el Ayuntamiento de Barcelona y girada en concepto de IAE por el desarrollo de la actividad de alquiler de viviendas y locales comerciales. El Tribunal catalán funda su argumentación en el hecho de que los epígrafes correspondientes a tales actividades -que aparecían recogidos en la Ordenanza reguladora de dicho Impuesto- no eran sino una transcripción literal de los previstos en las Tarifas del Real Decreto-legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, los cuales fueron declarados nulos de pleno derecho por el Tribunal Supremo (Sentencia de 17 de septiembre de 2002), en la medida en que el establecimiento de los mismos no respetó los límites establecidos por la delegación legislativa efectuada en virtud de la Ley 39/1988 -al no figurar comprendidos aquellos epígrafes en el texto de esta última Ley-.
C) Galicia 

Sentencia de 17 de diciembre de 2008 (Ponente Gómez y Díaz-Castroverde, JUR 2009/212320) 

La sentencia comentada procede a recordar, una vez más, la exigencia de que el importe de las tasas no debe exceder, en su conjunto, del coste real o previsible del servicio o actividad que se preste, debiendo tenerse en cuenta, para su determinación, los costes directos e indirectos, así como los gastos necesarios para garantizar el mantenimiento y correcto desarrollo de dicha actividad o servicio. A ello se añade, como criterio a los efectos de computar el referido coste, la necesidad de atenerse a las denominadas “series históricas” (STS de 10 de febrero de 2003).

D) Andalucía

Sentencia de 12 de noviembre de 2008 (Ponente Jiménez Jiménez, RJCA 2009/253) 

En la presente sentencia el Tribunal Andaluz declara nulo un expediente de modificación presupuestaria consistente en una ampliación de crédito efectuada por el Ayuntamiento de Alcalá de Guadaira. A estos efectos, el citado Tribunal, tras recordar que dicha ampliación de crédito no constituye un “acto político” -resultando, en consecuencia, plenamente fiscalizable por los órganos jurisdiccionales-, fundamenta su declaración de nulidad en el hecho de que dicho expediente modificativo no respeta las exigencias establecidas al respecto en el Real Decreto 500/1990, de 20 de abril, al no haberse justificado, en relación al supuesto concreto examinado, la concurrencia de los presupuestos requeridos para llevar a cabo la referida ampliación de crédito.

H) Murcia

Sentencia de 19 de diciembre de 2008 (Ponente Martín Sánchez, JUR 2009/101363) 

La presente aborda el examen de la bonificación potestativa prevista, en relación al ICIO, en el artículo 102.2 a) del Texto Refundido de la LRHL. A estos efectos, se recuerda que el otorgamiento de la referida bonificación (de hasta el 95% y de carácter potestativo) se encuentra supeditada, inexcusablemente, a la circunstancia de que la obra o construcción realizada sea declarada de especial interés o utilidad municipal por concurrir determinadas circunstancias históricas, culturales o de fomento de empleo, declaración que compete, en exclusiva, al Pleno municipal, constituyendo una facultad discrecional del mismo.
J) Aragón

Sentencia de 17 de diciembre de 2008 (Ponente Servera Garcías, JUR 2009/ 286351) 

El Tribunal Superior de Justicia Aragonés, manifestándose en idéntico sentido a la Sentencia del Tribunal Supremo de 30 de marzo de 2009 (comentada en líneas precedentes), concluye, en relación a la Tasa por concesión de licencias urbanísticas, que la base imponible de la misma estará constituida por el presupuesto de ejecución material de la obra, el cual se identifica con el consignado en el proyecto de obra presentado.

Sentencias de 25 de marzo y 16 de febrero de 2009 (Ponentes Esteras Iguacel y García Mata, JUR 2009/233313, JUR2009/210069 y JUR 2009/210067) 

En las presentes sentencias, el Tribunal Aragonés, tomando como base pronunciamientos precedentes del mismo, viene a sentar la regla aplicable a la hora de determinar la base imponible en el ámbito del IIVTNU cuando un determinado bien inmueble no tenga fijado, en el instante del devengo de dicho impuesto, un valor catastral. A estos efectos, y con base en lo previsto en el artículo 107.2 del Texto Refundido de la LRLH, el mencionado Tribunal recuerda que en estas hipótesis el Ayuntamiento deberá tomar en consideración el valor catastral que sea determinado en su momento, refiriendo dicho valor al instante del devengo del referido Impuesto. 

Sentencia de 20 de abril de 2009 (Ponentes García Mata, JUR 2009/272809) 

La sentencia comentada examina la posibilidad de exigir las cantidades correspondientes a una contribución especial a los propietarios de las fincas colindantes al lugar donde se están llevando a cabo determinadas obras públicas (concretamente, un vial anexo a las mismas); A estos efectos, el Tribunal entiende que no existe duda alguna de que la realización de dichas obras (de explanación, pavimentación, señalización y alumbrado) implica un beneficio especial para los referidos propietarios, por lo que resulta procedente la exigencia de dicha contribución, la cual no debe ser confundida, en modo alguno, con las denominadas “cuotas de urbanización” (las cuales han de ser distribuidas entre todos los propietarios del sector urbanístico de que se trate).

K) Castilla-La Mancha

Sentencia de 10 de noviembre de 2008 (Ponente Magán Perales, JUR 2009/104961) 

La presente sentencia anula diversas providencias de apremio giradas en concepto de tasas por suministro de agua. En concreto, la causa de dicha anulación se funda en el hecho de que la notificación de la cuantía de dicha tasa se realizó de forma edictal, por entender el Ayuntamiento que requería su pago que nos encontrábamos ante un tributo de cobro periódico por recibo; el Tribunal Castellano desestima esta última posibilidad, recordando a estos efectos que la cuota a pagar por este concepto depende del consumo realizado y medido a través del contador, consumo que en modo alguno constituye un parámetro estable y permanente que permita justificar el sistema de notificación colectiva (y edictal) por recibos, debiendo haberse llevado a cabo, en consecuencia, la notificación individual de las cantidades exigidas por este concepto. 
O) Madrid

Sentencia de 12 de noviembre de 2008 (Ponente Sánchez Sánchez, JUR 2009/48150) 

La Sentencia ahora comentada declara procedente la compensación solicitada al Estado por un Ayuntamiento como consecuencia de las pérdidas recaudatorias sufridas por el mismo en concepto de IBI el Impuesto por el establecimiento, a favor de la empresa concesionaria de una autopista, de una bonificación en dicho Impuesto.

A este respecto, el Tribunal Madrileño -siguiendo la línea de otros pronunciamientos precedente dictados en idéntico sentido- recuerda que ya desde el Texto Refundido de la Ley de Régimen Local de 1955 (art. 721) se viene estableciendo la obligación del Estado de abonar a las Entidades Locales los importes de las exenciones que se establecieran sobre los tributos locales, en la medida en que si la concesión de tales beneficios se efectuaba en atención a los intereses generales -y no los específicamente locales- tenía que ser el Estado el que debía soportar el coste económico de los mismos, argumento éste que se refuerza con el recordatorio que se efectúa del principio de suficiencia financiera de las Entidades Locales (art. 142 CE).

Sentencia de 18 de diciembre de 2008 (Ponente Pazos Pita, JT 2009/431) 

En la Sentencia objeto de comentario, el Tribunal Asturiano declara procedente la exigibilidad de la tasa por instalación en la vía pública de cajeros automáticos.
A este respecto, el tribunal Madrileño, siguiendo una línea ya consolidada entre el resto de los Tribunales Superiores de Justicia, basa la procedencia de la tasa en la circunstancia de que, a pesar de que no existe una utilización privativa del dominio público local, sí se produce un “aprovechamiento especial” del mismo, en la medida en que, con la instalación de los mencionados cajeros, se prestan a los usuarios de los mismos una serie de servicios bancarios cuyo desarrollo es trasladado desde el interior de la oficina bancaria a la vía pública, con la consiguiente ocupación temporal de esta última por aquéllos, la cual resulta algo bien distinto del uso general colectivo de dicha vía pública.
III) OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES

Iniciativas parlamentarias
Proyecto de Ley Orgánica de modificación de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de financiación de la Comunidades Autónomas 

Dicho Proyecto de Ley, que aparece recogido en el BOCG-CD (IX Legislatura) de 18 de septiembre de 2009, viene a modificar el contenido que presenta el artículo 6.3 de la LOFCA, cuya redacción actual, unida a la interpretación que de la misma ha efectuado el Tribunal Constitucional, ha venido suscitando graves problemas a la hora de que las Comunidades Autónomas hayan podido ejercer su potestad de establecimiento de tributos.

En concreto, el texto que presenta en la actualidad el referido precepto es el siguiente: “Las Comunidades Autónomas podrán establecer y gestionar tributos sobre las materias que la legislación de régimen local reserve a las Corporaciones locales, en los supuestos en que dicha legislación lo prevea y en los términos que la misma contemple. En todo caso, deberán establecerse las medidas de compensación o coordinación adecuadas en favor de aquellas Corporaciones, de modo que los ingresos de tales Corporaciones locales no se vean mermados ni reducidos tampoco en sus posibilidades de crecimiento futuro”.

Atendiendo a lo anterior, y de acuerdo con lo previsto en la DA 1ª del Texto Refundido de la LRHL, las referidas CCAA únicamente podían establecer tributos sobre las materias gravadas por el Impuesto de Vehículos de Tracción Mecánica y al Impuesto sobre Gastos Suntuarios, en su modalidad de cotos de caza u pesca. En cambio, dichas CCAA no podían establecer tributo alguno que afectase a la materia ya gravada por los restantes Impuestos municipales (IAE, ICIO, IIVTNU e IBI).

El problema surge por la interpretación “amplia” que el TC ha venido realizando del término “materia gravada”, pues en virtud de dicha interpretación, las CCAA han visto reducida a la nada la posibilidad de establecer sus propios impuestos en este ámbito. De ello dejan constancia las sentencias del TC 289/2000, de 30 de noviembre y 179/2006, de 13 de junio, las cuales vinieron a declarar inconstitucionales, respectivamente, los Impuestos Balear y Extremeño “sobre determinadas instalaciones que inciden en el medio ambiente”, y ello por haber entendido el referido Tribunal que la materia gravada por ambos Impuestos era, en realidad, la propiedad inmobiliaria.

Para evitar este tipo de problemas -algunos de los cuales todavía continúan residenciados ante el TC- se reforma el referido artículo 6.3 de LOFCA, que pasa a tener la siguiente redacción: “Los tributos que establezcan las Comunidades Autónomas no podrán recaer sobre los hechos imponibles gravados por los tributos locales. Las Comunidades Autónomas podrán establecer y gestionar tributos sobre las materias que la legislación de régimen local reserve a las Corporaciones locales. En todo caso, deberán establecerse las medidas de compensación o coordinación adecuadas en favor de aquellas Corporaciones, de modo que los ingresos de tales Corporaciones locales no se vean mermados ni reducidos tampoco en sus posibilidades de crecimiento futuro”.

En consecuencia, la nueva redacción que presentará el referido precepto, de ser aprobada, acabará con las importantes limitaciones a la que se han venido viendo sometidas en este punto, hasta el instante presente, las CCAA, quedando claro que lo único que las mismas no van a poder establecer es un impuesto idéntico, en su hecho imponible, a los ya existentes en el ámbito local, pudiendo, en cambio, establecer otros que incidan en la materia gravada por dichos Impuestos locales, pero cuyo hecho imponible sea otro distinto. 

En suma, el citado artículo 6.3 de la LOFCA no hace sino reproducir -con buen criterio- la misma limitación que ya aparece contemplada, en relación a los tributos del Estado, en el artículo 6.2 de la LOFCA, en cuya virtud “Los tributos que establezcan las Comunidades Autónomas no podrán recaer sobre hechos imponibles gravados por el Estado”. 

Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2010.

Dicho Proyecto de Ley -que aparece recogido en el BOCG-CD (IX Legislatura) de 1 de octubre de 2009- prevé diferentes -e importantes- modificaciones en impuestos claves como el IRPF o el IVA, entre las cuales destaca el incremento de los tipos de gravamen en sede de ambos Impuestos (arts. 64 a 73 y art. 79 del Proyecto de Ley).

En lo que concierne el ámbito de los Impuestos Locales, el artículo 78 del Proyecto de Ley de Presupuestos da cabida a la habitual actualización de valores catastrales de los bienes inmuebles, estando prevista la aplicación, a estos efectos, de un coeficiente del 1,01. Por su parte, son los artículos 96 a 107 los que se ocupan de regular la cuestión relativa a la Participación de los Municipios y otras Entidades Locales en los Tributos del Estado, medidas todas ellas que serán objeto de un comentario más detallado en el siguiente informe una vez que se haya producido la aprobación definitiva de la Ley de Presupuestos respectiva.
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